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nunca le iba a suceder lo que le pasó 
a Rosario Robles, exjefa de Gobierno 
de la Ciudad de México (1999-2000), 
quien pasó injustamente tres años 
en la cárcel. Ella había sido antes 
secretaria de Gobierno del Distrito 
Federal (1997-1999).
O que la iba a librar ignorando lo 
que le sucedió al exgobernador de 
Chihuahua César Duarte Jáquez 
(2010-2016), extraditado de Estados 
Unidos en 2022 y nuevamente 
detenido en 2025, acusado de lavado 
de dinero y desvío de recursos 
públicos.
O el caso del exgobernador de 
Hidalgo Jesús Murillo Karam 
(1993-1998), procesado también 
por el caso Ayotzinapa, pero por 
haber desempeñado el cargo de 
procurador general de la República 
en el gobierno de Enrique Peña 
Nieto durante el año de los 
acontecimientos en Guerrero.
O el caso del exgobernador de 
Puebla Mario Marín (2005-2011), 
detenido en 2021 y encarcelado por 
su presunta responsabilidad en la 
tortura de la periodista Lydia Cacho, 
muchos años después de dejar el 
poder.
Y, en el caso más reciente, el del 
primer gobernador de oposición 
que ganó la gubernatura de Baja 
California en 1989: Ernesto Ruffo 
Appel, detenido en julio de 2026 
y vinculado a proceso por los 
presuntos delitos de delincuencia 
organizada, contrabando y delitos en 
materia de hidrocarburos, en el caso 
conocido como «huachicol fiscal».
Por lo visto, en los casi ocho años que 
lleva gobernando la llamada Cuarta 
Transformación, la han agarrado 
contra puros exgobernadores de las 
oposiciones: PRI, PAN y PRD. Todo, 
como una estrategia de manejo 
político-electoral para tratar de 
borrarlos del mapa político              –
mensaje para el proceso electoral 
de 2027– y como reafirmación de su 
tesis de  los años «perdidos» (sic) en 

que gobernó la oposición en México; 
una justificación para la falta de 
respuestas y soluciones a los grandes 
e importantes problemas nacionales, 
a casi ocho años de que llegaron al 

poder.
Creemos que las cosas no van a parar 
ahí y la pregunta obligada ante esa 
estrategia política es: ¿quién sigue?
Ahí está Silvano Aureoles, 

exgobernador de Michoacán 
por el PRD (2015-2021), quien 
ya es buscado: enfrenta órdenes 
de aprehensión y una ficha roja 
de Interpol por acusaciones 
federales y estatales.
También está Francisco García 
Cabeza de Vaca (2016-2022), 
exgobernador panista de 
Tamaulipas, quien reside 
en Estados Unidos y cuya 
extradición ya solicitó el 
gobierno mexicano.
También está Enrique Alfaro, 
exgobernador de Jalisco por 
Movimiento Ciudadano (2018-
2024), al que, al parecer, ya 
traen en la mira.
Y está Maru Campos, 
gobernadora de Chihuahua 
(2021-2027), contra quien 
legisladores de Morena 
promovieron acusaciones de 
«traición a la patria» y un juicio 
político –que no prosperó–, 
aunque seguramente esperarán 
a que termine su periodo en 
2027 y deje de tener fuero. 
También se ha mencionado a 
Miguel Ángel Mancera, exjefe 
de Gobierno de la Ciudad de 
México por el PRD, de 2012 a 
2018.
¿Y los exgobernadores de 
Morena? ¿Y los señalados por su 
vinculación con la delincuencia 
organizada y el huachicol 
fiscal? Nada. Actualicemos la 
frase atribuida a Juárez: «A los 
enemigos, la ley; a los amigos, 
justicia y gracia». A ellos no se 
les toca ni con el pétalo de un 
expediente judicial, porque 
se desgranaría la mazorca. Así 
las cosas, en el México de la 
presumida «Revolución de las 
Conciencias».
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